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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación de la "Convención Interamericana contra la Corrupción", adoptada en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996.
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HONORABLE SENADO:








	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo -en segundo trámite constitucional, e iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República- individualizado en el rubro.





	Cabe señalar que el Primer Mandatario ha hecho presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, con calificación de "simple", en todos sus trámites.





	A la sesión en que se consideró este asunto asistieron el señor Ministro de Relaciones Exteriores, don José Miguel Insulza y su asesora, señora Patricia Esquenazi; el Embajador don Mariano Fontecilla y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Claudio Troncoso.





	NOTA. Conforme a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión, unánimemente, acordó proponer al Excelentísimo señor Presidente que el asunto -atendida su naturaleza- se discuta, en la Sala, en general y particular, a la vez.








----------








	S.E. el Presidente de la República, en el Mensaje con que dio inicio a la tramitación legislativa del proyecto de acuerdo en informe, señala que el instrumento materia del análisis entró en vigor internacional el 6 de marzo del año recién pasado, habiendo sido suscrito por Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos de América, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Uruguay y Venezuela.  A la fecha, agrega, lo han ratificado Bolivia, Costa Rica, Ecuador, México, Paraguay, Perú y Venezuela.





	El Primer Mandatario subraya que esta Convención es un instrumento pionero en el ámbito internacional que refleja la voluntad común de los países del continente de enfrentar este flagelo, tanto desde la perspectiva de los respectivos órdenes jurídicos internos, como también a través de los mecanismos internacionales, que se complementarán con otros acuerdos interamericanos vigentes en materia de extradición y de asistencia judicial.





	La Convención, continúa, que consta de veintiocho artículos, tiene por propósito promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Partes, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción, así como promover, facilitar y regular la cooperación entre los mismos, a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones que se adopten para enfrentar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio.  En consecuencia, prosigue el Mensaje, la Convención apunta tanto a la prevención como a la sanción de las conductas constitutivas de corrupción, con el objetivo declarado de erradicar esta práctica.





Finalmente, S.E. el Presidente de la República expresa que teniendo presente la política del Gobierno de combatir toda forma de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas; el hecho de que a través de la ratificación de este instrumento se respalda el progresivo desarrollo del derecho internacional, y que, además, la lucha de este flagelo fortalece las instituciones democráticas, evita distorsiones de la economía, vicios en la gestión pública y el deterioro de la moral social, somete al conocimiento legislativo el presente proyecto de acuerdo que se constituye en una eficaz herramienta para la tarea reseñada.





	Por otra parte, es del caso hacer presente que actualmente se encuentran en trámite parlamentario diversas iniciativas legales relacionadas con la materia, a saber, la relativa a la probidad administrativa aplicable a los órganos de la administración del Estado (Boletín Nº 1510-07); la que modifica disposiciones del Código Penal que sancionan casos de corrupción (Boletín Nº 1777-07), y la que establece normas sobre transparencia del gasto público (Boletín Nº 1568-06).





	Asimismo, cabe destacar que durante la tramitación de la Convención en la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana de la H. Cámara de Diputados, informaron sobre el tema el Ministerio de Justicia; el Ministerio Secretaría General de la Presidencia; la Contraloría General de la República; el Consejo de Defensa del Estado; la Dirección de Impuestos Internos; la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y la Tesorería General de la República.








----------








	El instrumento internacional sobre el que recae el proyecto de acuerdo en informe consta de un Preámbulo y de veintiocho artículos, el contenido fundamental de los cuales os reseñaremos a continuación.














Preámbulo








	En él, los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos señalan los principales motivos que los llevaron a suscribir la Convención, destacando que la corrupción socava la legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra la sociedad, el orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo integral de los pueblos.  Agregan que la democracia representativa, condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región, por su naturaleza, exige combatir toda forma de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas, así como los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio.





	En consecuencia, se manifiestan  convencidos de la necesidad de adoptar cuanto antes un instrumento internacional que promueva y facilite la cooperación internacional para combatir la corrupción y, en especial, para tomar las medidas apropiadas contra las personas que cometan actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas o específicamente vinculados con dicho ejercicio, así como respecto de los bienes producto de estos actos.





Artículo I





	Esta disposición contempla definiciones de conceptos básicos de la Convención, a saber, "Función pública"; "Funcionario público", "Oficial Gubernamental" o "Servidor público"; y "Bienes".





Artículo II





	Señala los propósitos del Tratado, esto es, promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Partes, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción; y promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Partes a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio.





Artículo III





	Determina una serie de medidas preventivas a adoptar por los Estados Partes, dentro de sus propios sistemas institucionales, para la consecución de los propósitos perseguidos.





	Tales medidas estarán destinadas a crear, mantener y fortalecer, entre otras cosas, normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas, las que deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones; sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda; sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas; sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno; órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas, y el estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público.





Artículo IV





	Establece que la presente Convención es aplicable siempre que el presunto acto de corrupción se haya cometido o produzca sus efectos en un Estado Parte.





Artículo V





	Aborda el tema de la jurisdicción, estipulando lo siguiente:





	"1.- Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el delito se cometa en su territorio.





	2.- Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona que tenga residencia habitual en su territorio.





	3.- Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y no lo extradite a otro país por motivo de la nacionalidad del presunto delincuente.





	4.- La presente Convención no excluye la aplicación de cualquier otra regla de jurisdicción penal establecida por una Parte en virtud de su legislación nacional.".





Artículo VI





	Señala, en su número 1, los actos de corrupción a los que es aplicable este instrumento internacional, a saber:





	a)  El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas;





	b) El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas;





	c) La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero;





	d) El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo; y





	e) La participación como autor, coautor, instigador, cómplice, encubridor, o en cualquier otra forma, en la comisión, tentativa de comisión, asociación o confabulación para la comisión de cualquiera de los actos a los que se refiere la presente disposición.





	Esta norma agrega, en su número 2, que la Convención también será aplicable, de mutuo acuerdo entre dos o más Estados Partes, en relación con cualquier otro acto de corrupción no contemplado en ella.





Artículo VII





	Obliga a los Estados Partes que aún no lo hayan hecho a adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que sean necesarias para tipificar como delitos en su derecho interno los actos de corrupción descritos en el número 1 del artículo anterior y para facilitar la cooperación entre ellos, en los términos de la presente Convención.





Artículo VIII





	Se refiere a la figura del "soborno transnacional", indicando que con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada Estado Parte prohibirá y sancionará el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, directa o indirectamente, por parte de sus nacionales, personas que tengan residencia habitual en su territorio y empresas domiciliadas en él, cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios, como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial.





	Agrega que entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado el delito de soborno transnacional, éste será considerado un acto de corrupción para los propósitos de esta Convención.





	Añade que aquel Estado Parte que no lo haya tipificado, brindará la asistencia y cooperación previstas en esta Convención, en relación con este delito, en la medida en que sus leyes lo permitan.








Artículo IX





	Trata del "enriquecimiento ilícito", prescribiendo que con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, los Estados Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas necesarias para tipificar en su legislación como delito, el incremento del patrimonio de un funcionario público con significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no pueda ser razonablemente justificado por él.





	Agrega que entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado el delito de enriquecimiento ilícito, éste será considerado un acto de corrupción para los propósitos de la presente Convención, mientras que aquel Estado Parte que no lo haya tipificado, brindará la asistencia y cooperación previstas en esta Convención, en relación con este delito, en la medida en que sus leyes lo permitan.





Artículo XI





	En este precepto, y para impulsar el desarrollo y la armonización de las legislaciones nacionales y la consecución de los objetivos de esta Convención, los Estados Partes se obligan a considerar la tipificación en sus legislaciones de las siguientes conductas:





	a) El aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por parte de un funcionario público o una persona que ejerce funciones públicas, de cualquier tipo de información reservada o privilegiada de la cual ha tenido conocimiento en razón o con ocasión de la función desempeñada.





	b) El uso o aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por parte de un funcionario público o una persona que ejerce funciones públicas, de cualquier tipo de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte, a los cuales ha tenido acceso en razón o con ocasión de la función desempeñada.





	c) Toda acción u omisión efectuada por cualquier persona que, por sí misma o por persona interpuesta o actuando como intermediaria, procure la adopción, por parte de la autoridad pública, de una decisión en virtud de la cual obtenga ilícitamente para sí o para otra persona, cualquier beneficio o provecho, haya o no detrimento del patrimonio del Estado.





	d) La desviación ajena a su objeto que, para beneficio propio o de terceros, hagan los funcionarios públicos, de bienes muebles o inmuebles, dinero o valores, pertenecientes al Estado, a un organismo descentralizado o a un particular, que los hubieran percibido por razón de su cargo, en administración, depósito o por otra causa.





	Esta disposición agrega que entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado estos delitos, éstos serán considerados actos de corrupción para los propósitos de la presente Convención, mientras que aquellos Estados Partes que no los hayan tipificado, brindarán la asistencia y cooperación previstas en este Acuerdo en relación con ellos, en la medida en que sus leyes lo permitan.





Artículo XII





	Aclara que para la aplicación de esta Convención, no será necesario que los actos de corrupción descritos en la misma produzcan perjuicio patrimonial al Estado.





Artículo XIII





	Trata de la extradición, precisando, entre otras cosas, que el presente artículo se aplicará a los delitos tipificados por los Estados Partes de conformidad con esta Convención.





	Señala que cada uno de los delitos a los que se aplica este precepto se considerará incluido entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado sobre la materia vigente entre los Estados Partes, los cuales se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado al efecto que concierten entre sí.





	Agrega que si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado al respecto, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el presente artículo.





	Precisa que los Estados Partes que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos.





	Añade que la extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación del Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos por los que se puede denegar la extradición.





Artículo XIV





	Obliga a los Estados Partes a prestarse la más amplia asistencia recíproca, de conformidad con sus leyes y los tratados aplicables, dando curso a las solicitudes emanadas de las autoridades que, de acuerdo con su derecho interno, tengan facultades para la investigación o juzgamiento de los actos de corrupción descritos en la presente Convención, a los fines de la obtención de pruebas y la realización de otros actos necesarios para facilitar los procesos y actuaciones referentes a la investigación o juzgamiento de actos de corrupción.





	Asimismo, los Estados Partes se prestarán la más amplia cooperación técnica mutua sobre las formas y métodos más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar dichos actos.





Artículo XV





	Prescribe que, de acuerdo con las legislaciones nacionales aplicables y los tratados pertinentes u otros acuerdos que puedan estar en vigencia entre ellos, los Estados Partes se prestarán mutuamente la más amplia asistencia posible en la identificación, el rastreo, la inmovilización, la confiscación y el decomiso de bienes obtenidos o derivados de la comisión de los delitos tipificados de conformidad con la presente Convención, de los bienes utilizados en dicha comisión o del producto de dichos bienes.





	Agrega que el Estado Parte que aplique sus propias sentencias de decomiso, o las de otro Estado Parte, con respecto a los bienes o productos descritos en el párrafo anterior de este artículo, dispondrá de tales bienes o productos de acuerdo con su propia legislación. En la medida en que lo permitan sus leyes y en las condiciones que considere apropiadas, ese Estado Parte podrá transferir total o parcialmente dichos bienes o productos a otro Estado Parte que haya asistido en la investigación o en las actuaciones judiciales conexas.





Artículo XVI





	Impide al Estado Parte requerido negarse a proporcionar la asistencia solicitada por el Estado Parte requirente amparándose en el secreto bancario.  Aclara, eso sí, que este artículo será aplicado por el Estado Parte requerido, de conformidad con su derecho interno, sus disposiciones de procedimiento o con los acuerdos que lo vinculen con el Estado Parte requirente.





	En todo caso, el Estado Parte requirente se obliga a no utilizar las informaciones protegidas por el secreto bancario que reciba para ningún fin distinto del proceso para el cual hayan sido solicitadas, salvo autorización del Estado Parte requerido.





Artículo XVII





	Establece que a los fines previstos en los artículos XIII, XIV, XV y XVI de la presente Convención, el hecho de que los bienes obtenidos o derivados de un acto de corrupción hubiesen sido destinados a fines políticos o el hecho de que se alegue que un acto de corrupción ha sido cometido por motivaciones o con finalidades políticas, no bastarán por sí solos para considerar dicho acto como un delito político o como un delito común conexo con un delito político.





Artículo XIX





	Prescribe que con sujeción a los principios constitucionales, al ordenamiento interno de cada Estado y a los tratados vigentes entre los Estados Partes, el hecho de que el presunto acto de corrupción se hubiese cometido con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Convención, no impedirá la cooperación procesal penal internacional entre los Estados Partes, aunque -aclara- la presente disposición en ningún caso afectará el principio de la irretroactividad de la ley penal ni su aplicación interrumpirá los plazos de prescripción en curso relativos a los delitos anteriores a la fecha de la entrada en vigor de este Acuerdo.





Artículo XX





	Advierte que ninguna de las normas de la presente Convención será interpretada en el sentido de impedir que los Estados Partes se presten recíprocamente cooperación al amparo de lo previsto en otros acuerdos internacionales, bilaterales o multilaterales, vigentes o que se celebren en el futuro entre ellos, o de cualquier otro acuerdo o práctica aplicable.





Artículos XXI AL XXVIII





	Se refieren a la firma del Acuerdo, a su ratificación, a la adhesión a él, a las reservas, a su entrada en vigor, a su denuncia, a la posibilidad de adoptar protocolos adicionales y al depósito del instrumento original.











----------











	En el seno de vuestra Comisión, el señor Canciller manifestó que el tema en análisis surgió en la Primera Cumbre de las Américas, celebrada en Miami, en diciembre de 1994, en la que los Jefes de Estado y de Gobierno ahí reunidos entregaron un mandato a la Organización de Estados Americanos para la elaboración de un tratado interamericano destinado a erradicar la corrupción.





	Chile, agregó, formó parte importante en la redacción del instrumento, puesto que consideró que era compatible con el consenso nacional que existía en el país y las políticas de gobierno, destinadas a combatir el flagelo de la corrupción.  Se recogen, además, las orientaciones de los organismos internacionales en la materia.





	El señor Ministro añadió que la lucha contra la corrupción constituye un elemento indispensable en la modernización del Estado, siendo esencial perfeccionar nuestra legislación interna.  También, continuó, resulta importante desarrollar los instrumentos internacionales, ya que en un mundo crecientemente globalizado este problema no puede enfrentarse con medidas puramente internas.





	Subrayó que éste es un tema que afecta la imagen de América Latina, si bien la de nuestro país se ha mantenido en un buen pie.





	Luego, recordó que el Consejo de Defensa del Estado, en el informe que sobre la materia acompañó a la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana de la H. Cámara de Diputados, propuso formular una reserva respecto del número 2 del artículo VI de la Convención, que la hace aplicable en relación con cualquier otro acto de corrupción no contemplado en ella, señalando -el Consejo- que la norma es contradictoria, en lo penal, con el principio de legalidad contemplado en el artículo 19, Nº 3º, de la Constitución Política y en el artículo 18 del Código Penal.





	Al respecto, el señor Canciller afirmó que el Gobierno no comparte la referida aprensión del Consejo de Defensa del Estado, toda vez que la aludida norma de la Convención, para surtir efectos, requiere del acuerdo previo de los Estados interesados y, por lo tanto, el Estado de Chile no podría suscribir acuerdo alguno en la materia, sino en conformidad a nuestro ordenamiento constitucional.





	En cuanto al tema del secreto bancario, señaló que si bien en el Acuerdo se dispone que el Estado Parte requerido no podrá negarse a proporcionar la asistencia solicitada por el Estado Parte requirente amparándose en tal secreto, existe una abierta remisión al derecho interno de los Estados para el cumplimiento de dicha obligación.





	Finalmente, expresó que la ratificación de esta Convención es, a juicio del Gobierno, fundamental, por cuanto tiene que ver con un tema de gran vigencia en América Latina y constituye una señal en contra de un mal que ha perjudicado sustantivamente a la región.





	A su turno, el H. Senador señor Valdés destacó la importancia de ir creando conciencia y toda clase de prevenciones contra el flagelo de la corrupción.  Es bueno, subrayó, que existan normas sobre el particular.





	Expresó su disposición a aprobar el Tratado, sin perjuicio de que observa que éste puede no resultar del todo eficaz, ya que, en su concepto, no crea ninguna obligación real para Chile y los demás Estados Partes, puesto que todo queda sometido a lo que se disponga en cada legislación interna.





	Manifestó que la Convención tiene un gran sentido declarativo, pero no un marcado carácter obligatorio.  Es más bien un enunciado de propósitos para cooperar con el establecimiento interno de normas contra la corrupción, pero sin reales compromisos a nivel internacional.





	A este respecto, el señor Canciller señaló que si bien la Convención contempla normas declarativas que solicitan a sus miembros la adopción de determinadas medidas, éstas son bastantes precisas.  Luego, el Acuerdo, pese a contener normas enunciativas, plantea una doctrina respecto del tema de la corrupción que es interesante rescatar.  Asimismo, tiene preceptos específicos en materia de cooperación que resulta interesante fortalecer como, por ejemplo, sobre extradición.  En resumen, concluyó, el Tratado es un avance sobre el particular.





	A continuación, el H. Senador señor Martínez señaló que concordaba con la necesidad de aprobar la Convención en informe, no sólo por sumarse a un instrumento suscrito por gran parte de los países de la zona, sino por cuanto le permite a nuestro país dar una señal importante en contra de la corrupción, lo que le posibilitará avanzar en la escala de competitividad mundial.





	Expresó, no obstante, que siempre tiene en cuenta que los acuerdos internacionales ratificados por nuestro país se incorporan a su orden normativo interno.  En este sentido, subrayó que el Convenio contiene normas que obligarán a dictar legislación adicional sobre la materia, debiendo, además, revisarse tanto la legislación vigente como los proyectos de ley sobre el tema en actual tramitación legislativa. Esto último, a modo de ejemplo, con respecto a ciertas definiciones contenidas en el artículo I de la Convención; a las normas de los números 4 y 7 del artículo III, sobre declaración de ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas, y sobre leyes que eliminen los beneficios tributarios; y al artículo XVI, sobre secreto bancario.





	A su turno, el H. Senador señor Chadwick expresó que hay un punto muy delicado en la normativa del Convenio, en lo relativo al soborno transnacional, contemplado en su artículo VIII, ya que se está aceptando el hecho de que se pueda tipificar una conducta delictual en Chile para nacionales que cometan delitos en el extranjero.  Ello, afirmó, vulnera los principios básicos del Derecho Penal.





	Además, advirtió, el mismo artículo hace penalmente responsables a las empresas, en circunstancias que la responsabilidad penal, en estricto rigor, habría de perseguirse en contra de sus representantes.





	Finalmente, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia señaló que las normas del Convenio, relativas al soborno transnacional, así como las relacionadas con el enriquecimiento ilícito, no se oponen a los principios del derecho nacional, ya que todo lo que se haga a partir de la adopción del Convenio deberá enmarcarse dentro de la Constitución Política y los principios fundamentales de nuestro ordenamiento jurídico.  Luego, Chile no estaría obligado a tipificar como delito aquello que fuere contrario a nuestra normativa.





	Estima, por otra parte, que los actos de corrupción a que se refiere el artículo VI de la Convención, están contemplados en nuestro Código Penal y en el proyecto de ley sobre tal materia, en actual trámite legislativo.





	Afirmó, en seguida, que en caso de conflicto primaría claramente el derecho interno; luego, no tiene ninguna aprensión en cuanto a que la aprobación de la Convención pudiera vulnerar alguna de las normas de nuestra Carta Fundamental o del ordenamiento jurídico nacional, razón por la cual el Ministerio de Justicia apoya la adopción de este Acuerdo.








----------








	Vuestra Comisión, una vez analizadas todas y cada una de las normas del Convenio en informe y considerando que él constituye un instrumento que promueve y facilita la cooperación internacional en el combate a la corrupción, aprobó la iniciativa que tuvísteis a bien encomendar a su estudio, en general y particular.





	En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Chadwick, Gazmuri, Martínez, Romero y Valdés, que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.








---------








	Acordado en sesión de fecha 18 de agosto de 1998, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Jorge Martínez Busch, Sergio Romero Pizarro y Gabriel Valdés Subercaseaux.





	Sala de la Comisión, a 31 de agosto de 1998.












































	SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


	       Secretario
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III.	ORIGEN:  Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL:  Segundo.








V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: 56 votos a favor, 1 en contra y 7 abstenciones.








VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 11 de agosto de 1998.








VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO:  Primer informe.








VIII.	URGENCIA:  Simple.








IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: El Código Penal.








X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO:  Artículo único por el cual se propone la aprobación de la Convención.








XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: Contar con un Tratado que promueva y facilite la cooperación internacional para combatir la corrupción, contribuyendo a la adopción de medidas apropiadas contra las personas que cometan actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas o específicamente vinculados con dicho ejercicio.








XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL:  No hay.








XIII.	ACUERDOS:  Aprobado por unanimidad (5-0).








Valparaíso, 31 de agosto de 1998.

















	SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


	       Secretario
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